Universidad de Palermo

Facultad de Derecho

Tesis de Maestría:

“Ética del cuidado, derechos económicos y sociales, y autonomía personal”

Tutor: Marcelo Alegre

Alumna: Romina Faerman

Año 2009
ÉTICA DEL CUIDADO, DERECHOS ECONÓMICOS Y SOCIALES, Y AUTONOMÍA PERSONAL.

1. INTRODUCCIÓN.

Los derechos económicos y sociales están reconocidos en diversos instrumentos internacionales. En Argentina, se encuentran garantizados en la Constitución Nacional y en numerosos tratados internacionales de derechos humanos que, además, cuentan con jerarquía constitucional. 

El presente trabajo tiene como objeto analizar los fundamentos éticos de los derechos humanos, en particular, los derechos económicos y sociales. 

Según Carlos Nino, tres principios constituyen la base de una concepción liberal de la sociedad, de cuya combinación se deriva un conjunto plausible de derechos individuales básicos. Estos son: el principio de autonomía de la persona, de inviolabilidad y de dignidad.
 En el caso particular de los derechos económicos y sociales, se estudiará si, además, subyacen principios más relacionados con la ética del cuidado.
 

Para ello, en la primera parte del trabajo se evaluará en qué consiste la ética del cuidado, se analizarán algunas de las críticas que se han formulado a esta teoría y se intentará delimitar su posible ámbito de aplicación. 

En este apartado también se examinará la relación entre la ética del cuidado y el lenguaje de los derechos, sus posibles contradicciones y acercamientos.

Para concluir con la primera parte del trabajo, se estudiará la relación particular entre la ética del cuidado y los derechos económicos y sociales, y la posibilidad de tomar esta visión ética como uno de sus fundamentos. En este caso, será necesario delimitar qué se entiende por “derechos económicos y sociales” y analizar algunas de las discusiones al respecto.
 

En este sentido, es preciso mencionar que el único aspecto de los derechos económicos y sociales que se pretende evaluar es el que implica brindar a las personas acceso a ciertos bienes básicos tales como educación, vivienda, alimentación, entre otros. 

De este modo, se analizará la justificación de la imposición de medidas tendientes a que el Estado solvente las necesidades básicas de las personas que no pueden satisfacerlas por sus propios medios. Quedan fuera del marco de la presente discusión observaciones tales como que los derechos económicos y sociales implican la imposición de un modelo de salud o de educación.

La segunda parte de este trabajo será destinada a evaluar si los derechos económicos y sociales, fundados -no exclusivamente- en la ética del cuidado, implican una vulneración a la autonomía personal.

En este sentido, será necesario analizar algunas de las diversas concepciones de la autonomía para delimitar la relación entre ésta y los derechos en cuestión.

Finalmente, en la última parte del presente estudio se arribará a las conclusiones que surgen a partir de los diversos puntos analizados.

2. ÉTICA DEL CUIDADO Y DERECHOS ECONOMICOS Y SOCIALES.

La ética del cuidado, tal como se analizará en este apartado, ha sido fuertemente cuestionada desde distintas ramas de la filosofía, incluso desde distintas teorías feministas.

Sin perjuicio de ello, a partir de las observaciones de Carol Gilligan, es posible cuestionar todo el sistema de valores que se denomina como ética de la justicia, y, particularmente, criticar fuertemente al derecho y, por consiguiente, a las instituciones que éste contiene.

Como se verá a continuación, no es éste el camino que se pretende seguir. La idea es intentar compatibilizar valores relacionados con la ética del cuidado y el lenguaje de los derechos.

En esta tarea es probable que corra el riesgo de apartarme de lo tradicionalmente se entiende por “ética del cuidado”. Por ello es necesario aclarar que este trabajo no pretende ser una defensa de la ética del cuidado sino más bien explorar esta propuesta a los fines de evaluar si es posible extraer valores que, como complementarios de los de la ética de la justicia, sirvan a los fines de justificar los derechos en cuestión.

2. 1. Gilligan y la ética del cuidado.

Carol Gilligan
 realizó un estudio crítico de la teoría de desarrollo del pensamiento moral efectuada por Lawrence Kohlberg. Su objeción fundamental es que toma a la voz masculina como norma, y considera que el modo de razonar de las mujeres es inferior y responde a una deficiencia en el desarrollo femenino. Advierte que no se incluyeron mujeres en la investigación por lo que efectuó un estudio sobre el razonamiento moral de las mujeres. 

En este análisis muestra que las voces de las mujeres son diferentes, y desarrolla la ética del cuidado, como una teoría alternativa de la ética de la justicia.

Aclara Gilligan que la voz distinta no se caracteriza por el sexo sino por el tema. Sostiene que “Su asociación con las mujeres es una observación empírica, y seguiré su desarrollo básicamente en las voces de las mujeres. Pero esta asociación no es absoluta; y los contrastes entre las voces masculinas y femeninas se presentan aquí para poner de relieve una distinción entre dos modos de pensamiento y para enfocar un problema de interpretación, más que para representar una generalización acerca de uno u otro sexo”.

En este estudio, Gilligan cita las observaciones efectuadas por Nancy Chodorow sobre el desarrollo de las mujeres en tanto considera que la reproducción humana genera diferencias que caracterizan la personalidad y los papeles masculinos y femeninos, y atribuye estas diferencias no a cuestiones de anatomía sino al hecho de que las mujeres, universalmente, son responsables en gran parte del cuidado de los recién nacidos.
 

Como resultado de ello, afirma que en cualquier sociedad la personalidad femenina llega a definirse en relación y conexión con otras personas más de lo que suele hacerlo la personalidad masculina. Ello porque para ambos sexos los cuidados durante los primeros años de la vida típicamente corren por cuenta de la mujer, por lo que la dinámica interpersonal de formación de identidad de los sexos es distinta para niños y niñas. Sostiene Gilligan que la formación de las niñas ocurre en el marco de una relación ya que las madres tienden a experimentar a sus hijas como más semejantes a ellas, como una continuación de sí mismas. De esta manera, las niñas se perciben como similares a sus madres, fundiendo así la experiencia del apego con el proceso de formación de la identidad. Las madres experimentan con sus hijos como opuestos masculinos, y los niños, al definirse como varones, separan a sus madres de sí mismos, cortando así su amor primario y su sentido de nexo empático.
 
Concluye Gilligan que para los niños y hombres, la separación y la individualización están críticamente ligadas a la identidad sexual, ya que la separación de la madre es esencial para el desarrollo de la virilidad. Para las niñas y mujeres, las cuestiones de la feminidad o de la identidad femenina no dependen de lograr la separación de la madre ni el progreso de la individualización. Dado que la virilidad es definida por medio de la separación, mientras que la femeneidad es definida por el apego, la identidad sexual varonil se ve amenazada por la intimidad, mientras que la identidad del sexo femenino se ve amenazada por la separación.

A partir de diversas entrevistas realizadas a mujeres referidas a cuestiones morales, afirma que el razonamiento moral de las mujeres es diferente. Para ellas, el problema moral surge de responsabilidades en conflicto y no de derechos competitivos. Para la resolución de los problemas morales, las mujeres utilizan un modo de pensar contextual y narrativo, en lugar de formal y abstracto.

Según Gilligan, esta concepción moral preocupada por la actividad de cuidado, centra el desarrollo moral en torno al entendimiento de la responsabilidad y las relaciones, así como la concepción de moralidad como imparcialidad une el desarrollo moral al entendimiento de las reglas. 
 

Ambas morales son disímiles. La moral de derechos, a diferencia de la moral de la responsabilidad, hace hincapié en la separación y no en la conexión, en su consideración del individuo y no en la relación como fundamental. Sobre un caso en particular, manifiesta que “Mientras que los sujetos de Kohlberg se preocupan por las personas que invaden los derechos de los demás, esta mujer se preocupa por la posibilidad de omisión, de no ayudar a otros cuando podríamos ayudarlos”.

Como ya se mencionó, la forma de razonar de las mujeres es contextual, lo que permite el entendimiento de la causa y las consecuencias que despierta esa compasión y tolerancia. Además, este modo de razonamiento, al dar sustancia a las vidas de las personas hipotéticas, hace posible considerar la injusticia social que sus problemas morales puedan reflejar e imaginar el sufrimiento individual que su aparición puede significar, o su resolución engendrar. 

Como resultado de sus observaciones, Gilligan afirma que “El imperativo moral que surge repetidas veces en las entrevistas con mujeres es un mandamiento de atención y cuidado, una responsabilidad de discernir y aliviar las dificultades auténticas y reconciliables de este mundo. Para los hombres, el imperativo moral parece, antes bien, un mandamiento de respetar los derechos de los demás y, así, de proteger de toda intrusión los derechos a la vida y la autorrealización.”

2.2. Análisis de algunas de las críticas.
Esta teoría de Gilligan ha sido criticada, especialmente desde otras ramas del feminismo. Entre las críticas más fuertes, podemos encontrar la que le imputa volver a un esencialismo del que la teoría feminista pretende salir, en razón de que hace hincapié en el pensamiento moral de “las mujeres”. También se sostiene que estos valores no son homogéneos ni uniformes. Por otra parte, se cuestiona que no tiene en cuenta que los valores expresados por las mujeres son generados en sociedades patriarcales, es decir, son fruto de la opresión.

Si bien estas críticas parecen contradictorias, dado que si los valores son construidos socialmente por el rol al que son relegadas las mujeres, entonces no hay un esencialismo de género, lo cierto es que ambas cuestiones son atendibles. 

Empezando por la segunda crítica, es necesario advertir que esta posición implica que si se hubiera relegado a otro grupo social a las mismas condiciones, terminarían adhiriendo a los mismos valores. Esto ocurriría respecto de cualquier otro grupo desaventajado.

De hecho, parece que esta probabilidad se refleja en la realidad de muchos grupos excluidos. Al respecto, Joan C. Tronto, en un texto crítico a la ética del cuidado, advierte que las perspectivas sobre la moralidad de miembros de los grupos minoritarios en los Estados Unidos suelen ser caracterizadas por una ética del cuidado y no una ética de la justicia.

El hecho de que se trate de valores construidos por grupos desaventajados socialmente o víctimas de la opresión no necesariamente implica que sean valores que deban ser rechazados. Tampoco deberían serlo por tratarse de valores propios de las mujeres. Independientemente de su origen, podrían ser importantes aportes a las teorías éticas y, en particular, a los fundamentos de los derechos.

Es por esta razón que en el presente trabajo no se dará relevancia a la posible crítica basada en el esencialismo de género. No se pretende sostener que el modo de razonar de las mujeres es distinto, superior o inferior al de los varones, este punto no es relevante en este estudio. 

El análisis que se pretende efectuar prescinde de consideraciones respecto del origen de los valores que surgen de la ética del cuidado porque lo relevante es si estos valores pueden sustentar teorías éticas diversas –y quizás complementarias- de las tradicionales, y cuál puede ser su función en la justificación de los derechos.

Para esta tarea, es necesario analizar otro tipo de críticas que se formulan a la ética del cuidado, más relacionados con preguntas tales como si esta ética puede establecer principios y, en su caso, cuál es el alcance de estos. Para este análisis, tomaré como base las objeciones enunciadas por George Sher.

Este autor destaca que Gilligan elabora su teoría con las siguientes bases: la moral de las mujeres es concreta y contextual; no está basada en principios; no es impersonal; se funda en pensamientos de cuidado más que en conciencia del deber; y está estructurada sobre la base de la responsabilidad más que sobre los derechos.
 Esta caracterización de la teoría de Gilligan es fundamental para entender las críticas que el autor propone.

Uno de los fundamentos de los que parte Sher para criticar, en general, la teoría de Gilligan, es que divide el modo de razonar de las mujeres y de los varones. En este sentido, en muchos de sus comentarios se pueden advertir referencias a la falta de datos o información relevante para determinar que, por ejemplo, los varones no pueden razonar de manera contextual como lo hacen las mujeres, o que no está probado que todas las mujeres razonan de este modo. 

No me detendré a analizar estas objeciones porque, como ya se mencionó, este trabajo no pretende comparar el modo de razonar de las mujeres y de los varones, ni evaluar si los descubrimientos de Gilligan responden a la totalidad del grupo “mujeres”. Por el contrario, ambas cuestiones son explícitamente descartadas del presente estudio. 

Respecto de la oposición entre la abstracción y la aplicación al contexto, el problema principal que señala Sher es que esta teoría no dice qué cuestiones son relevantes. Advierte que muchas teorías morales atienden al contexto por lo que esta característica de la ética del cuidado no es cuestionable por sí misma. En realidad, el problema consiste en determinar qué aspectos del contexto son pertinentes para una decisión moral. 

La cuestión, entonces, consiste en determinar si las decisiones morales se deben tomar atendiendo únicamente al contexto o si deben estar basadas en un contexto más general, esto es, fundadas en principios morales.
 En este sentido, las decisiones morales basadas en principios muestran que las razones que existen para que una persona X haga Y, dan similares deberes por iguales razones para otra persona Y, o la misma persona X en otro momento determinado.

Según Sher, los estudios de Gilligan pueden reflejar que las decisiones de las mujeres no están a menudo respaldadas por principios universales. Siendo así, estos resultados pueden parecer un punto de partida hacia una nueva mirada sobre la constitución de las razones morales.
 

Afirma el autor que las mujeres, además, representan los dilemas morales como problemas de balance de las necesidades de los individuos específicos (quienes en algún momento, pero no siempre, se incluyen a sí mismas).

Estas características que el autor atribuye a la ética del cuidado son centrales en las críticas que formula a la teoría de Gilligan. Según esta visión, al carecer de principios, esta teoría no puede establecer pautas morales de actuación, y mucho menos respecto de las personas con las que no tenemos directamente relaciones personales.

Según Sher, una teoría moral como ésta podría significar una alternativa interesante, pero así descripta, es susceptible de numerosas críticas.

En primer lugar, sostiene Sher que dado el carácter único e irrepetible de la naturaleza de las relaciones personales, los deberes que imponen deben ser aplicados sólo a estas personas. Aún personas que se encuentren en situaciones similares pueden no estar sujetas a iguales deberes porque las características de las relaciones personales pueden ser diversas.
 

Este autor advierte que el problema se presenta porque en muchos casos los deberes de las relaciones personales son incompatibles con los deberes que surgen a partir de ciertos principios impersonales. Ante esta situación, si existe una hegemonía de la moral de los principios, entonces la teoría de Gilligan no proporciona una alternativa.

La cuestión central, para Sher, es de justificación. Sostiene que tanto las teorías deontológicas como las consecuencialistas pretenden justificar sus principios a partir de perspectivas abstractas y generales.

Se pregunta al respecto si la impersonalidad de los enfoques de justificación tradicionales excluye la justificación de principios que cuenten con exigencias basadas en relaciones personales. Para contestar esta cuestión, toma como ejemplo el contrato hipotético de Rawls, sosteniendo que las personas podrían acordar principios que prescriban el cumplimiento de los deberes que surjan de las relaciones personales. Esta parcialidad, según el autor, debe ser tomada de manera imparcial, es decir, lo relevante sería si los principios que permiten u obligan esta parcialidad o atención a las relaciones personales, lo hacen de manera imparcial, es decir, respecto de todas las personas a las que se aplican. No hay ninguna razón obvia para que tales principios no puedan ser elegidos por los contratantes incluso ignorando las particularidades de sus vidas.

Sher se pregunta si se pueden elegir principios que ajusten deberes y obligaciones a las demandas basadas en las relaciones personales. Entiende que esto último sólo es plausible si las demandas de las relaciones personales son de por sí suficientemente convincentes como para justificar la descripción de las exigencias morales. La cuestión es entonces qué deberían elegir los contratantes si asumen que las demandas de las relaciones personales son así de concluyentes.

En estos términos, sostiene el autor que los contratantes pueden tener buenas razones para elegir principios que confluyan lo menos posible con las demandas de las relaciones personales, teniendo en cuenta que estas demandas pueden ser vistas como exigencias morales. Para ello, como mínimo estas demandas tendrían que ser tan urgentes que las personas no puedan vulnerarlas sin al mismo tiempo violar sus integridades. 

Estas demandas entendidas como exigencias morales dictarían respuestas que no serían simplemente opcionales. Se trataría de respuestas adecuadas cuyo incumplimiento tendría que ser motivo de queja.
 

Cómo las relaciones personales podrían generar tales demandas es, según Sher, lo difícil de explicar. Pero si las relaciones personales pueden hacerlo, entonces la satisfacción de esas demandas, cuando surgen, deben ellas mismas ser calificadas como adecuadas independientemente de las meras preferencias personales.
 

Las críticas de Sher hasta aquí mencionadas respecto de la ética del cuidado permiten delinear algunos puntos sobre los cuales pretende basarse este trabajo.

Dos cuestiones, hasta aquí, son importantes. La primera se refiera a la posibilidad de afirmar que la ética del cuidado puede establecer principios, y la segunda se relaciona con el ámbito al cual estos principios se deben aplicar.

La crítica de Sher parte de la base de que la ética del cuidado es una teoría moral que carece de principios. Sin embargo, ésta es la descripción que él mismo hace de la teoría de Gilligan, aunque reconoce que se trata de una posible lectura de su obra, la que también puede ser entendida como una teoría basada en principios, aunque no redactados en términos tales como la equidad y la justicia.
 

Creo, a diferencia de lo sostenido por Sher, que lo interesante de los estudios de Gilligan es entenderlos como sustentos de una teoría moral basada en principios diferentes a los tradicionales. Si esto es posible, las críticas –aunque razonables- no son aplicables a la teoría de Gilligan entendida de este modo. 

Para ello, creo que es importante tener presente la distinción que Nino presenta respecto de la moral auotorrefente y la interpersonal. Las cuestiones morales que aquí importan –basadas en la ética del cuidado o en la ética de la justicia, o en ambas- no alcanzan a las decisiones personales que no tienen efectos frente a terceros. La segunda aclaración, relacionada en algún sentido con la primera, es que estos principios deberían contribuir a sustentar una teoría social y política. Esta tarea, tratará de guiar el modo de relacionar el problema de la erradicación pobreza y los derechos económicos y sociales, y el rol del Estado en esta tarea.

En este sentido, los principios como la autonomía personal, la dignidad y la inviolabilidad de las personas permiten sustentar derechos básicos de las personas. El Estado entonces organiza instituciones sociales a los fines de proteger estos derechos, como la Justicia entendida como una herramienta a la cual recurrir cuando se los vulnera. También dicta leyes que regulan y garantizan los derechos en juego.

Del mismo modo, los principios que pudieran surgir de la ética del cuidado podrían ocuparse de las necesidades básicas de quienes no pueden satisfacerlas por sí mismos. En igual sentido el Estado debería crear instituciones destinadas a este fin, esto es, normas, medidas o políticas públicas que contribuyan a mejorar la situación de los más desaventajados. La Justicia debería también atender estos reclamos.

Ahora bien, asumiendo que es posible establecer ciertos principios en el marco de una teoría basada en la ética del cuidado, es necesario ocuparse del segundo problema mencionado.

Al respecto, la ética del cuidado puede establecer pautas impersonales en el sentido de que cualquier persona que se encuentre en una situación determinada tiene el deber de actuar de un modo particular. Por ejemplo, la forma en que debe actuar X respecto de Y, siendo que X es familiar directo de Y, es igual al modo de actuar de cualquier persona que esté en la misma relación. 

Esta forma de entender el problema permite afirmar que aún cuando las pautas se refieran a relaciones personales, pueden hacerlo de manera impersonal, o en algún sentido, universal respecto de todas las personas que se encuentren en iguales circunstancias.

Sin embargo, la teoría de Gilligan puede ser leída de manera tal que establezca el modo de actuar de las personas no sólo en las relaciones personales sino en aquellas situaciones en las que las relaciones no tienen este carácter.

Visto de este modo, el problema no está dado por la posible contradicción entre los deberes que surgen a partir de ciertos principios impersonales y los referidos a las relaciones personales. El conflicto de valores, si es que existe, se encuentra dentro del ámbito de la moral que actúa respecto de cualquier persona en cualquier situación. En cuanto a la justificación, los principios de la ética del cuidado requerirán una de tipo imparcial como cualquier otra moral. 

En esta lectura, lo importante es saber si la ética del cuidado puede establecer principios morales que se apliquen a todo tipo de relaciones. 

La posibilidad de esta interpretación no parece extraña a la teoría de Gilligan. El propio Sher aclara, a pie de página, que si Gilligan sostiene que las relaciones personales son importantes porque proporcionan una suerte de conocimiento que puede guiar y uniformar nuestras relaciones con los extraños, algunas de sus objeciones no le son aplicables.

De este modo, se puede sostener que aunque ciertos valores pueden ser advertidos en relaciones personales de manera más evidente, esto no niega la posibilidad de tomar este modelo para fundar una teoría moral que se sustente en la responsabilidad y atención de los otros, entendiendo a los “otros” de una manera impersonal.

Esta manera impersonal de tomar a los otros se refiere, como surge con claridad de lo hasta aquí expuesto, al ámbito o alcance de las relaciones. Sin perjuicio de ello, la aclaración es necesaria porque, siguiendo la distinción realiza por Seyla Benhabib, el modo más adecuado de tomar a los otros, es como otro “concreto” y no como otro “generalizado”.

La ética del cuidado, a su vez, da razones para tomar en cuenta al otro “concreto” en lugar del “otro generalizado”, por su particular atención al contexto y a las relaciones. Este modo de entender al otro respecto del cual debemos atención y cuidado respeta su situación en el contexto determinado en que se encuentra, y, a su vez, no contradice la idea de sostener que la ética del cuidado está basada en principios. En este sentido, el principio general que podría aplicarse es el del respeto, atención y cuidado del otro entendido como una persona que se encuentra en un contexto y en un ámbito de relaciones determinado. La atención al contexto, entonces, funciona como un principio general y abstracto.

Por lo hasta expuesto es posible afirmar que la ética del cuidado puede ser leída como una teoría moral que establece principios para todas las relaciones humanas. 

Beatriz Kohen delimita las particularidades de la ética del cuidado que sirven de base para establecer cuáles podrían ser estos principios. Estas características son: subjetividad, cuidado, responsabilidad, comunidad, atención, respuesta activa al otro, interdependencia, evitación del daño, y satisfacción de las necesidades de todos. La fuerza motriz es la cooperación, y las aptitudes son la empatía y la capacidad para entablar y sostener relaciones humanas para el cuidado. Los fines morales son la evitación del daño y el mantenimiento de las relaciones. El modo de razonamiento moral es el pensamiento concreto y contextual y la capacidad para pensar en términos de relaciones. El mundo social es visto como una red comunitaria en la que los sujetos son interdependientes, encarnados y situados.

Esta misma autora advierte que la ética de la justicia se caracteriza por valores como la objetividad, autonomía, independencia, no interferencia, justicia, razón, individualidad, libertad e igualdad. La fuerza motriz es la competencia y las aptitudes son la razón, conciencia y aplicación de derechos y normas. Los fines morales son la justicia y el mantenimiento de las reglas, y el modo de razonamiento moral el pensamiento abstracto, formal y objetivo y la capacidad de pensar en términos de jerarquía de derechos. En este caso, el mundo social es considerado desde la perspectiva de los individuos separados, autónomos, desencarnados, no situados.



Delineadas las características de la ética del cuidado, y sobre la base de éstas, es posible advertir principios diferentes a los sustentados por la ética de justicia. Esto es, tal como advierte Kohen, partir de una visión del mundo como una red comunitaria y entender a los sujetos como interdependientes, encarnados y situados. La ética se basa en el entendimiento de la responsabilidad y las relaciones, la atención, cuidado y respuesta a las necesidades del otro. La atención al contexto es esencial para esta teoría. 

Tomar a la ética del cuidado como una teoría moral en estos términos no implica excluir los principios que surgen de la ética de la justicia. Por el contrario, la ética del cuidado puede completar a la de la justicia, dado que se trata de teorías morales no incompatibles. Claro está que muchos casos concretos los principios pueden entran en conflicto, pero esto no surge únicamente del hecho de unir ambas concepciones morales, dado que ocurre en el ámbito propio de cualquiera de estas –u otras- teorías éticas.

En este sentido, es importante señalar que la propia Gilligan sostiene que la ética de la justicia y la ética del cuidado son complementarias. Es más, afirma que ambas cuestiones están conectadas. En este sentido asevera que “Mientras que una ética de la justicia procede de la premisa de igualdad –que todos deben ser tratados igualmente- una ética del cuidado se apoya en la premisa de la no violencia, que no se debe dañar a nadie. En la representación de la madurez, ambas perspectivas convergen en la constatación de que así como la desigualdad afecta adversamente a ambas partes en una relación desigual, así también la violencia es destructiva para todos los participantes. Este diálogo entre imparcialidad y cuidado no sólo nos ofrece un mejor entendimiento de las relaciones entre los sexos, sino que también hace surgir un retrato más complejo de las relaciones adultas, laborales y familiares.”

En igual sentido, Benhabib sostiene que alcanzamos un sentido coherente de la propia identidad cuando integramos con éxito autonomía y solidaridad, cuando mezclamos adecuadamente justicia y cuidado.

Por ello, aceptar la posibilidad de que la ética del cuidado pueda ser entendida como una teoría moral en estos términos no implica de ningún modo desplazar los principios de la ética de la justicia.

2. 3. Compatibilidad entre ética del cuidado y el derecho.

Traducir la ética del cuidado en términos de principios puede ser problemático en sí mismo. Esto supone que, para ser considerada una teoría moral, debe establecer no sólo pautas sino derechos de las personas a que se actué de determinada manera.

Tal como advierte Sher, esta conclusión responde a las premisas de que la moralidad fundamentalmente es una cuestión de lo que debemos a otras personas. Esto presupone que principios morales genuinos deben especificar derechos de la gente. Sin embargo, advierte que, según Gilligan, esta preocupación por los derechos más que por las responsabilidades es una típica construcción masculina. Por lo tanto, puede parecer ilegítimo sostener que sólo las demandas que especifican respuestas debidas pueden ser calificadas como morales.
 

En esta instancia, resulta fundamental estudiar la posición de Gilligan respecto de la concepción de los derechos, dado que la misma autora sostiene la incompatibilidad entre la ética del cuidado y los derechos.

Gilligan afirma que la separación queda justificada por una ética de derechos, mientras que el apego es apoyado por una ética del cuidado y la atención. Entiende que la moralidad de los derechos se basa en la igualdad y se centra en la comprensión de la imparcialidad, mientras que la ética de la responsabilidad se basa en el concepto de igualdad y el reconocimiento de las diferencias de necesidad.

Mientras la moral de derechos disuelve los vínculos naturales para apoyar las pretensiones individuales, la moral de responsabilidad ata tales reclamos en una urdimbre de relaciones, borrando la distinción ente el Yo y el otro mediante la representación de su interdependencia. Según esta autora, el problema de la independencia que amenaza con interrumpir la cadena de relaciones es compensado y superado por consideraciones de responsabilidad. 

Siguiendo estas consideraciones, Gilligan observa que la equiparación de la moral con el respeto a los derechos pone restricciones a la responsabilidad al limitar el deber a la reciprocidad a no intervención, mientras que la responsabilidad incluye el Yo y los otros, considerados como distintos pero conectados, y no separados y opuestos. Esta cognición de reciprocidad, en el caso particular que analiza, implica que “todos tenemos responsabilidades, hasta cierto grado, de cuidar a los otros.” 
 Así “…el concepto de cuidado y atención se extiende: de la paralizadora orden de no dañar a los demás, a un mandamiento de actuar responsablemente hacia el Yo y hacia los otros, y así, sostener la conexión.”

Ante estas objeciones es posible preguntarse qué concepción de los derechos está implícita en las afirmaciones de Gilligan toda vez que supone que los derechos, en general, sólo imponen deberes de no intervención y no responsabilidades. 

Esta crítica sólo alcanza a aquellas concepciones de los derechos basadas únicamente en una visión negativa, como la que sostienen los liberares conservadores. Tal como expresa Roberto Gargarella “Afirmar que los derechos son sólo negativos implica creer exclusivamente en los derechos de no interferencia –derechos a que otros no me dañen, en un sentido amplio del término- y a la vez rechazar la existencia de derechos positivos, esto es, derechos a que los otros me asistan en algunas necesidades básicas- derecho a que me provean de lo que necesito para vivir-. Los únicos derechos positivos concebibles [para los liberales conservadores como Nozick] son aquellos que resultan de las transacciones voluntarias entre las personas (como los que aparecen cuando contrato cierto servicio asistencial).” 
 

Liberales igualitarios, en cambio, aceptan una visión positiva de los derechos, es decir, el Estado no sólo no debe interferir en el ejercicio sino que, además, debe garantizarlos, en consecuencia, debe contribuir al bienestar de los otros.

Esta advertencia respecto de que las críticas a los derechos efectuada por Gilligan sólo alcanza a las concepciones liberales conservadoras fue destacada por autores como Will Kymlicka
 y Susan Moller Okin.
 



Es por ello que la noción de derechos en sí misma no es un obstáculo para la ética del cuidado, porque concepciones más igualitarias permiten entender a las personas de manera bastante similar al modo en que lo hace esta visión ética.

En este sentido, siguiendo la línea de la compatibilidad entre la ética del cuidado y la noción de derechos, Sher sugiere que es posible que las mujeres se consideren a sí mismas como responsables de proporcionar solidaridad, atención y ayuda a los otros precisamente porque se consideran debiendo esas cosas. Afirma entonces que poniendo el punto en términos de derechos, e ignorando las complejidades y diferentes interpretaciones de esta noción, podemos decir que nada descarta las posibilidades de que las mujeres consideren que los otros tienen derechos a su solidaridad, atención y ayuda.
 

Esta visión de la ética del cuidado es la que se pretende tomar en este trabajo. En una breve síntesis, una teoría ética que propone principios morales de aplicación a todas las relaciones –tanto personales como impersonales- y que genera derechos de solidaridad, atención y ayuda a los otros.


Tomar esta noción podría despojar a la teoría de Gilligan de su mayor riqueza, esto es, cuestionar al derecho, en particular, su visión adversarial.
 En este sentido, otro camino -quizás el más adecuado- consiste en cuestionar la utilidad del lenguaje de los derechos para resolver los conflictos sociales desde la perspectiva de la ética del cuidado.

Al respecto, es interesante analizar este punto a la luz de las observaciones que realiza Luca Bacceli
 respecto del problema de traducir el lenguaje de los derechos. El autor advierte que este lenguaje respeta un enfoque ético y jurídico típico de la cultura occidental moderna. En este sentido, la ética del cuidado analizada como una teoría crítica puede realizar un aporte significativo para la revisión de las bondades u objeciones de aplicar lenguaje de los derechos a otras sociedades o culturas diferentes a la occidental, o respecto de cómo aplicarlo. La ética del cuidado, junto a otros códigos morales diversos, puede contribuir en este debate. 


Sin negar la posibilidad de realizar esa lectura, en este trabajo se pretende mostrar que el lenguaje de los derechos puede ser permeable a principios como los que establece la ética del cuidado. 



El derecho ha sido cuestionado por ser un instrumento de dominación, mientras que, al mismo tiempo, ha sido utilizado como una herramienta de cambio social y de emancipación por parte de muchos de los grupos vulnerados. Esta situación muestra la ductilidad del derecho que permite tanto opresiones como reivindicaciones.


En este sentido, Nancy Fraser afirma que “… a diferencia de algunos críticos comunitarios, socialistas y feministas, no creo que el discurso de los derechos sea inherentemente individualista, liberal-burgués y andrócentrico; el discurso de los derechos toma estas características sólo cuando las sociedades establecen los derechos equivocados, por ejemplo, cuando se permiten que el derecho (putativo) a la propiedad privada pisotee otros derechos sociales”.



La idea de sostener la compatibilidad de la ética del cuidado con la noción de derecho permite pensar un derecho más complejo que el que la propia Gilligan critica. Un derecho que tenga en cuenta el contexto en el que se aplica y la interrelación entre los individuos cuyos conflictos se pretendan resolver.



La elección de este camino está relacionada con el carácter que considero que deben tener los reclamos basados en derechos fundamentales, en particular, los derechos económicos y sociales. En este sentido, la respuesta a la demanda por una vivienda digna y una adecuada alimentación no es una cuestión que dependa de la caridad de los gobiernos sino que se trata de bienes que el Estado se encuentra obligado a garantizar. En este sentido, el lenguaje de los derechos sirve como protección de los grupos más débiles de la sociedad.


La idea de compatibilizar la noción de derecho con la ética del cuidado también permite analizar instituciones como la Justicia a la luz de esta óptica. 

De este modo, la ética del cuidado puede contribuir a considerar métodos de solución de conflictos no adversariales, donde las partes interesadas no se sometan a procesos competitivos de derechos y encuentren soluciones más adecuadas a sus reclamos. La mediación, a modo de ejemplo, puede ser tomada como un proceso no adversarial donde las partes –siempre que se encuentren en igualdad de condiciones- discuten sus reclamos.
 

En este punto es interesante señalar que el experimentalismo es una herramienta que parece responder a principios basados en la ética del cuidado. Citando a Sabel y Simon respecto del litigio de derecho público estadounidense, Paola Bergallo menciona tres rasgos centrales de los remedios experimentales: a) la negociación de los stakeholders, b) el carácter continuado, provisional y fluido de la intervención remedial, y c) la transparencia.
 

Las soluciones o remedios experimentales responden a modelos no adversariales, que prestan especial atención al contexto en el que se dictan y donde las personas u organizaciones involucradas intervienen a los fines de encontrar la mejor solución al problema planteado.

La ética del cuidado, que podría verse reflejada en este tipo de herramientas, muestra que el modelo de partes adversas no es el único posible –y quizás tampoco el más apropiado- para la solución de conflictos, sobre todo en casos complejos.

Esta visión crítica del lenguaje de los derechos entendido sólo como propuesta adversarial no es nada nueva. 

A modo de ejemplo, Danilo Zolo advierte que el mero comportamiento de desafío entre las partes de una controversia judicial está lejos de la cultura confuciana. Afirma al respecto que “A la competencia exasperada entre los individuos en el intento de ‘tener la razón’ y ganar el juicio prevaleciendo sobre el adversario –típica actitud del formalismo jurídico occidental- se opone la finalidad del ‘procedimiento’ en la tradición confuciana, que es la conciliación a través de prácticas de compromiso y mediación”.

En consecuencia, es posible advertir que la ética del cuidado no es incompatible con ciertas concepciones del derecho, y que, por el contrario, estas nociones de derecho podrían ser enriquecidas desde esta visión.

Esta propuesta no pretende reemplazar el lenguaje de los derechos. Por el contrario, la idea consiste en contribuir a una interpretación de éste que no emerja exclusivamente de una ética liberal.

Esta idea de repensar el derecho de una manera más comprensiva es sugerida por Boaventura de Sousa Santos
. 

Este autor propone reivindicar el valor de los derechos humanos. Es decir, dejar de tomar estos derechos como una localización globalizada de los principios fundamentales reinantes en las culturas dominantes o potencias hegemónicas; y reconstruir su lenguaje emancipatorio desde una lectura diferente a partir del diálogo entre las diversas culturas. 

Este nuevo modo de interpretación de los derechos humanos debe surgir de un dialogo transcultural. En este sentido, la ética del cuidado podría aportar una nueva visión al debate sobre cómo interpretar los derechos humanos, asumiendo además que algunas culturas basan sus moralidades de principios similares a los mencionados en la primera parte del presente trabajo.

2. 4. Relación entre la ética del cuidado y los derechos económicos y sociales. 
Como se vio en el apartado anterior, advirtiendo que las críticas de Gilligan a la noción de derecho pueden implicar que ningún derecho puede ser compatible con la ética del cuidado, se optó por una versión diversa pretendiendo compatibilizar la noción de derechos con la ética del cuidado. El paso siguiente es determinar si la ética del cuidado puede, a su vez, sustentar derechos.

Retomando las bases de la ética del cuidado, Kohen afirma que “Esta ética, lejos de concebir a los ciudadanos como separados y autónomos, los considera en sus interconexiones, reconoce la vulnerabilidad humana y las relaciones de interdependencia entre las personas. La preservación de la vida, el cuidado y la respuesta al otro, y el imperativo de evitar el daño constituyen sus aspectos esenciales…la ética del cuidado enfatiza la satisfacción de diversas necesidades humanas, valora el contexto y las diferencias concretas en la sociedad”.

Como es sabido, los derechos económicos y sociales responden a un modelo de Estado Social o de Bienestar.
 Sin perjuicio de este origen y pertenencia histórica e ideológica, es posible advertir en la lógica de estos derechos valores similares a los que sustenta la ética del cuidado. 

Según Christian Courtis, el modelo de derecho social difiere del de derechos civiles y políticos clásicos porque propone una diferente relación entre la sociedad y el individuo y por la necesidad de intervención estatal cuando el funcionamiento del mercado no garantiza resultados aceptables. Entre las características de este modelo se puede advertir la introducción en el análisis de la acción humana de la dimensión colectiva; el señalamiento de límites a la racionalidad del sujeto actuante, y a su capacidad cognoscitiva y volitiva de lo mejor para él; la multiplicación de las funciones que se asignan al Estado; y la asunción de que la sociedad se considera en estado de conflicto permanente, lo que genera mecanismos de negociación y tregua precaria que se renuevan constantemente.

La descripción de los valores protegidos por la ética del cuidado son los que subyacen en los derechos económicos y sociales. Estos derechos implican considerar a los individuos a partir de interconexiones y reconocer la vulnerabilidad humana y las relaciones de interdependencia entre las personas. El cuidado por el otro es un papel esencial de estos derechos. La satisfacción de las necesidades humanas básicas es el fin fundamental que persiguen. Sobre estos valores, y traducidos en términos de derechos, es posible considerar la existencia de derechos a la solidaridad, atención y ayuda que están implícitos en los derechos económicos y sociales. 

Esta asimilación no parece irrazonable si tenemos en cuenta que muchas de las críticas a los derechos económicos y sociales están íntimamente relacionadas con las cuestiones hasta aquí plateadas. A modo de ejemplo, Fernando Atria objeta la posibilidad de traducir las demandas basadas en la solidaridad como demandas de derechos.

La cuestión es la misma, la pregunta es si la solidaridad -basada en la ética del cuidado o con cualquier otro fundamento- y los derechos económicos y sociales generan obligaciones exigibles.

Como ya hemos visto, la ética del cuidado puede ser tomada como una teoría moral que prescribe deberes relacionados con la satisfacción de las necesidades de los otros. Si la solidaridad es exigible, los derechos económicos y sociales también pueden serlo sin implicar una contradicción en sus propios términos.

A esta altura, es necesario hacer algunas precisiones sobre los derechos económicos y sociales que se pretenden discutir en este trabajo. 

Como es sabido, los derechos económicos y sociales están consagrados en nuestra Constitución Nacional.
 En particular, estos derechos también están garantizados en los tratados internacionales de derechos humanos que cuentan con jerarquía constitucional.
 
La consagración de estos derechos, por sí misma, no es una garantía para el cumplimiento de lo que prescriben. Esta situación lleva a numerosos autores a negar la existencia de estos derechos como tales.

En este sentido, Zolo sostiene que en la perspectiva del realismo jurídico, un derecho formalmente reconocido pero que no es aplicable en los tribunales es un derecho inexistente.

Al respecto sostiene Luigi Ferrajoli que desde el punto de vista sociológico, un derecho que no sea garantizado puede decirse que no existe o es como si no existiera, pero esto no puede afirmarse desde el punto de vista jurídico. Afirma que la visión iusrealista que lleva a negar la calidad de derechos a los derechos sociales refleja un punto de vista descriptivo, sociológico o politológico. Desde el punto de vista jurídico, los derechos existen desde que son consagrados, y la ausencia de garantías implica una laguna que los órganos encargados de la producción de normas deben colmar.
 

Sin embargo, Zolo considera que la duda sobre la naturaleza jurídica de los “derechos sociales” no se refiere a una genérica ausencia o insuficiencia de las garantías de los derechos sociales, sino a una imposibilidad funcional de prestarlos, más allá de un umbral notablemente rígido, en el contexto de una economía de mercado.
 

Afirma Zolo que, por ejemplo, en un ordenamiento jurídico que opera sinérgicamente con la economía de mercado, el “derecho al trabajo” no puede ser entendido como una pretensión jurídica garantizada por la posibilidad de actuar eficazmente en juicio para su satisfacción. Entiende que el derecho al trabajo, aunque sancionado en nivel constitucional, sigue siendo, en los sistemas de economía de mercado, un derecho no justiciable porque ninguna autoridad judicial puede ordenar a nadie, trátese de un sujeto público o privado, que ofrezca un puesto de trabajo a otro. El problema consiste en una incompatibilidad entre los códigos funcionales de dos subsistemas sociales primarios: el del derecho y el de la economía.
 
Por estas razones, Zolo propone referirse no como derechos sociales sino como servicios sociales, entendidos como prestaciones asistenciales, discrecionalmente ofrecidas por el sistema político, como consecuencia de una exigencia sistemática de integración social, de legitimidad política y de orden público.

Aún cuando pueda ser cierta la relación entre el derecho y la economía mencionada por Zolo, esto no nos da razones para desconocer el carácter de “derecho” a los derechos económicos y sociales. 

Esta cuestión requeriría de un análisis particular. De hecho, la objeción fundamental de Zolo está íntimamente relacionada con su concepción sobre el derecho. La discusión, claramente más compleja, está dada por el realismo jurídico y las distintas teorías del derecho.

Lo que obviamente hay que reconocer, luego de las observaciones de Zolo, es la intrínseca relación entre el derecho y la economía. 

Esta relación es advertida especialmente por Gargarella en un trabajo en el que analiza el texto de Atria ya citado sobre derechos sociales, en el que se refiere a la tendencia a diseñar o avanzar reformas legales con despreocupación de toda reforma económica. Sin embargo, el autor advierte que esta visión no implica restar importancia a los derechos consagrados o no avanzar en este sentido con las reformas jurídicas. Por el contrario, lo que muestra la relación entre el derecho y la economía es el deber de expandir dichas reformas hasta abarcar también a la economía.

Es por ello que, más allá de las críticas descriptas, es posible sostener la existencia de los derechos económicos y sociales, y, a partir de allí, mejorar las condiciones en las que son prestados o los mecanismos de exigibilidad judicial para los casos de violaciones a estos derechos.

Los derechos económicos y sociales, en particular, a los que me refiero, se tratan de la implementación de la idea sostenida por Marcelo Alegre sobre la existencia de un mínimo social al que toda persona debería tener acceso.
 

Asumir los derechos económicos y sociales de este modo, permite contraponer las demandas individuales de acceso a ciertos bienes imprescindibles para satisfacer las necesidades básicas por parte de los individuos y frente a la comunidad. 

Nuevamente Atria es quien cuestiona la posibilidad de tomar los derechos sociales de este modo.
 Sin embargo, éste es un riesgo que es necesario asumir, dado que tomar los derechos sociales como “derechos” implica permitir a las personas reclamar, tanto individual como colectivamente, su exigencia. 

Creo que si es posible sostener que este reclamo está justificado en principios morales que obligan al Estado a atender la situación de quienes los formulan, es decir, si cuestiones como la solidaridad son exigencias morales y no meros asuntos de compasión, el reclamo en términos de derechos podría estar justificado también.



En este sentido, esta visión de la ética del cuidado sigue la posición sostenida por Alegre
 en tanto afirma que los reclamos de satisfacción de las necesidades básicas deben concebirse dentro de la perspectiva de la justicia y no como una cuestión de compasión. Según este autor, este deber de humanidad debe ser entendido como un elemento central de la justicia, es decir, como parte de un conjunto de consideraciones que deben guiar a las instituciones sociales.
3. DERECHOS ECONÓMICOS Y SOCIALES, ÉTICA DEL CUIDADO Y AUTONOMÍA. 

La asimilación de los derechos económicos y sociales con la ética del cuidado, a primera vista, no hace más que fortalecer la crítica respecto de que los derechos económicos y sociales implican tomar a las personas como incapaces para satisfacer sus propias necesidades. 

Por ello es necesario explorar un poco esta objeción y evaluar si los derechos económicos y sociales, fundados en la ética del cuidado, vulneran la autonomía personal.

Luego, es posible evaluar si, en cambio, la autonomía puede justificar la necesidad de implementación de estos derechos. Para ello, es preciso analizar cómo influye la ausencia de bienes básicos en la posibilidad de tomar decisiones para los propios planes de vida. 

3.1. ¿Los derechos sociales vulneran la autonomía personal?

La relación de los derechos económicos y sociales y la autonomía ha sido discutida desde distintos aspectos. 

Uno de los puntos importantes del debate se refiere al hecho de que los derechos económicos y sociales parten de la base de tomar a los individuos como incapaces para satisfacer sus propias necesidades. 

Emilio Santoro
 sostiene que existe una tensión implícita en el concepto de autonomía a través de una concepción positiva que se refiere a la idea del control de las decisiones inmediatas y de los impulsos, y una concepción negativa como derecho, es decir, la garantía de la posibilidad de elegir el modo en que se prefiere vivir sin ser condicionado por los otros. 
Se viola la autonomía en su concepción negativa cuando se interfiere en la habilidad de los sujetos de evaluar críticamente las decisiones y elecciones, cuando se los trata como si no se tuvieran capacidad de juicio, cuando se les impide cumplir con las elecciones significativas para sus vidas.
 En este sentido, según Santoro, la noción kantiana de autonomía se contrapone a la idea de minoridad.
 

Santoro sostiene que los derechos sociales siguen un modelo antropológico diferente al de los derechos civiles y políticos.
 Citando a Foucault, afirma que, por un lado, existe un modelo antropológico del individuo capaz de perseguir sus propios intereses racionalmente, programando autónomamente la propia vida, y por otro, el modelo antropológico del individuo incapaz de hacer frente solo a los problemas tales como la salud, la higiene, la sexualidad, la educación, el sufrimiento y la muerte. Considera que la seguridad del primer modelo se afianza con la atribución de derechos subjetivos, mientras que la del segundo es garantizada a través de lo que Foucault ha definido como “biopolítica”, esto es, la racionalización por parte de una agencia administrativa de los principales problemas de la población de un Estado.
 

En consecuencia, los derechos sociales no son, como los derechos civiles, una reivindicación de la esfera de libertad contra el Estado, por el contrario, es un aumento del poder de soberanía.
 

La protección de los derechos económicos y sociales podría significar tratar a los individuos como incapaces. A su vez, esto estaría reforzado por la idea de justificar estos derechos a partir de principios sustentados en la ética del cuidado. Unidas ambas cuestiones, los derechos sociales podrían estar suponiendo individuos incapaces para elegir sus planes de vida, donde el Estado, violando su autonomía, decide por ellos, de la misma manera que madres y padres deciden por sus hijos/as. 

En consecuencia, es necesario hacer algunas precisiones al respecto, de modo de no caer un sistema paternalista o perfeccionista que de ningún modo respete la autonomía de las personas.

Una cosa es un padre o madre que obliga a su hijo/a a comer, por considerar que eso es lo mejor para él o ella. Esto sería equivalente a un Estado que obligara a sus ciudadanos/as a comer. Sin embargo, no es esta cuestión la que se quiere defender. 

La idea que se pretende afirmar es que las personas que no tiene posibilidades de acceder a ciertos bienes básicos, por ejemplo, la alimentación, puedan hacerlo a través del apoyo del Estado. Esto no implica violar las decisiones de las personas. No se pretende sostener que el Estado deba prohibir a las personas reclamar por sus derechos a través de, por ejemplo, una huelga de hambre. Una medida de este estilo, implica una discusión distinta a la que aquí se pretende dar.

Si el Estado permite o no llevar a cabo huelgas de hambre se trata de un debate sobre si las instituciones públicas deben o no intervenir en las decisiones tomadas por las personas, y cuáles son las razones que podrían justificar alguna intervención en estos casos. En cambio, el acceso a la alimentación no se relaciona con las decisiones de los individuos en el mismo sentido, toda vez que garantizarlo no implica de ningún modo imponer a las personas obligación alguna, ni comer tal o cual cosa, ni siquiera la de comer.

De lo mencionado hasta aquí surge que la idea no es interferir en las decisiones de las personas sino garantizar que estas decisiones se tomen en condiciones adecuadas, lo que implica que las personas cuenten con las opciones necesarias que permitan, de algún modo, justificarlas. 

En este sentido, no es posible sostener que quien está viviendo en la calle por carecer totalmente de recursos para vivir de otro modo haya tenido opciones suficientes para elegir esta forma de vida. Cabe preguntarse entonces si es posible afirmar que este tipo de decisiones son producto de la formación autónoma de la voluntad de las personas.

Por ello, es necesario evaluar el proceso de formación de la libre elección de los planes de vida, y la existencia de posibilidades reales de tomar decisiones, para establecer la relación entre los derechos económicos y sociales y, la autonomía personal.

3. 2. Los derechos económicos y sociales entendidos como prerrequisitos para la autonomía personal. 

Nino sostiene que la autonomía de la persona prescribe “que siendo valiosa la libre elección individual de planes de vida y la adopción de ideales de excelencia humana, el Estado (y los demás individuos) no debe interferir en esa elección, limitándose a diseñar instituciones que faciliten la persecución de esos planes de vida y la satisfacción de los ideales de virtud que cada uno sustente e impidiendo la interferencia mutua en el curso de tal persecución.”
 

Afirma que este principio presupone una distinción entre la moral personal o “autorreferente” que prescribe o prohíbe ciertas acciones y planes de vida por los efectos que tienen en el carácter moral de su propio agente según ciertos modelos de virtud, y la moral social o “intersubjetiva” que prescribe o prohíbe ciertas acciones por sus efectos respecto del bienestar de otros individuos distintos de su agente. El principio de autonomía afirma que sólo en lo que hace a su desviación de la moral interpersonal una acción puede ser interferida por el Estado o por otros individuos.

Tal como sostiene Gustavo Maurino
 el principio de autonomía contiene dos aspectos: la prohibición de interferencia estatal en la elección y adopción de los ideales personales; y el deber del Estado de facilitar institucionalmente la persecución y satisfacción de los ideales personales de vida. Este autor denomina a la primera visión como la posición antiperfeccionista, y la segunda como una dimensión emancipatoria.

La visión antiperfeccionista, esto es, si el Estado debe limitarse a no intervenir en los planes de vida de las personas, es la que Gilligan critica cuando formula sus objeciones a los derechos. 

Como ya hemos visto, la ética del cuidado –así como las nociones planteadas por los liberales igualitarios- requiere mucho más del Estado que la mera no intervención.

Los derechos económicos y sociales se fundan en la necesidad de que el Estado dé una respuesta al problema de que muchas personas no pueden, por sí mismas, satisfacer sus necesidades básicas. Esta respuesta, claro está, no es satisfactoria si consiste en la mera no intervención, porque no garantiza a las personas el acceso a los bienes indispensables para sus subsistencias.

Esta visión de la autonomía como mera no intervención del Estado sobre los planes de vida de las personas ha sido fuertemente criticada desde distintos ángulos. A modo de ejemplo, algunas feministas critican la defensa del aborto basada en el derecho a la privacidad que hace la Corte de Estados Unidos en el caso “Roe vs. Wade”.

Catherine MacKinnon
 advierte que la justificación que se sustenta sobre razones basadas en la protección de la intimidad y la no intervención del Estado como las que toma la Corte en el caso “Roe vs Wade” no tiene en cuenta la desigualdad de poder que existe entre las mujeres y los varones. Según la autora, este tipo de razonamientos no tiene presente la ausencia de libertad sexual o de acceso a métodos anticonceptivos que sufren muchas mujeres previamente al embarazo.
 
Según MacKinnon, el problema es que la defensa del derecho a la intimidad presupone que la no intervención gubernamental en la esfera privada favorece la libertad de elección de la mujer. Sin embargo, se advierte que en estas condiciones lo público garantiza a las mujeres sólo lo que pueden conseguir en privado, lo que pueden sacar de su asociación íntima con el hombre.
 

Además de ello, de conformidad con la doctrina de la Corte norteamericana, la defensa del aborto basada en el derecho a la privacidad implica garantizar la decisión de la mujer de interrumpir o no el embarazo, pero no una obligación de financiar la interrupción.
 Sin embargo, afirma MacKinnon que la lógica de conceder el aborto se consuma en la decisión de pagarlo, aplicando la supremacía masculina con el capitalismo, traduciendo la ideología de la esfera privada al derecho legal de cada mujer a la intimidad como medio de subordinar las necesidades colectivas de las mujeres a los imperativos de la supremacía de los hombres.
 

En virtud de ello afirma MacKinnon que “La intervención estatal habría sido admitir que la esfera privada, en sí, es una esfera que impide la elección de la procreación, una esfera de desigualdad que necesita rectificación. La intervención estatal habría dado a la mujer una elección que no tiene en privado, habría contradicho la estructura de la supremacía masculina en lo privado.”
 
Esta crítica efectuada por MacKinnon, si bien no se refiere directamente al tema de este trabajo, muestra como la visión de la autonomía como no intervención es insuficiente cuando existen desigualdades sociales condicionantes. En estos casos, es necesaria la intervención del Estado para garantizar la autonomía personal. 

Por ello es ineludible una autonomía más ambiciosa que disponga el deber del Estado de hacer algo frente a los problemas sociales como la desigualdad económica –incluso otras desigualdades que no son motivo de este estudio, como por ejemplo la basada en cuestiones de género-. 

Los principios morales como los que surgen de la ética del cuidado, que suponen pensar en el bienestar de los demás, podrían propiciar medidas tendientes a revertir la situación de condicionamiento social y económico que padecen numerosas personas que viven en situación de extrema pobreza. 

Es entonces por esta razón que los derechos económicos y sociales, y su identificación con los principios de la ética del cuidado, implican una visión de la autonomía mucho más robusta que la que sostiene la mera no intervención del Estado en los planes de vida de las personas. Esta visión, lejos de contradecir los derechos económicos y sociales y sus fundamentos basados en la ética el cuidado, parece confirmarlos.

Esta noción es la que Maurino denomina autonomía como emancipación, que implica la existencia de un conjunto de bienes básicos instrumentales para elegir y materializar planes de vida a las que todas las personas tienen acceso, entre los cuales, Nino menciona la libertad de realizar cualquier conducta que no perjudique a terceros, la vida consiente, la integridad corporal y psíquica, la educación liberal, el control de recursos materiales, entre otros. 
 

Nino considera que la autonomía se satisface más que nada a través de la provisión de recursos para que los individuos los empleen libremente en la satisfacción de sus preferencias. Esta posición implica que el acceso a ciertos bienes no sólo debe estar expedito de obstáculos sino también facilitarse positivamente.
 

La autonomía, según Nino, tiene dos caras: la creación de los planes de vida, y su ejercicio. Estas facetas están interrelacionadas, ya que según el autor, no tiene sentido elegir planes de vida que no se pueden materializar y no tiene valor, en el contexto de una concepción liberal de la sociedad, materializar planes de vida que uno no ha elegido libremente.
 Afirma que para la autonomía son tan valiosas la capacidad de optar como la de satisfacer planes de vida o preferencias formadas. Entre otras cuestiones, poseer medios económicos decorosos permite un más amplio menú de planes de vida. 

Garantizar a las personas la satisfacción de los recursos básicos para la subsistencia fortalece ambas cuestiones. Por un lado, amplia el menú de opciones para elegir los planes de vida y, por otro, permite que ciertos planes de vida puedan ser materializados.

Es por ello que dentro de esta visión más robusta de la autonomía, los derechos económicos y sociales adquieren un papel sumamente relevante. En este sentido, numerosos autores han sostenido una intrínseca relación entre la satisfacción de necesidades básicas y el ejercicio de los derechos, entendiendo que la satisfacción de los derechos económicos y sociales puede constituir un prerrequisito para garantizar la autonomía personal y el ejercicio de los derechos fundamentales. 

Claro está que no sólo la autonomía exige garantizar a las personas sus necesidades básicas. El principio que, por excelencia, lo requiere es el de la igualdad, también utilizado como fundamento principal de los derechos sociales y económicos. Al respecto, sostiene Alegre que de este fundamento se desprenden dos principios: “El primero afirma la necesidad de alcanzar en forma urgente un mínimo de protección en el plano social y económico. El segundo, de mayor amplitud y abstracción, propugna un ideal de igualdad más ambicioso, centrado en las relaciones sociales." 
 

La satisfacción de los derechos sociales también responde a la necesidad de respectar la dignidad de las personas, y son un presupuesto para el ejercicio de los demás derechos. En este sentido, Ferrajoli afirma “En cuanto a los derechos sociales –a la subsistencia, la salud y la educación- equivalen otros tantos derechos a niveles mínimos de igualdad social, a su vez previos para la convivencia civil, en tanto forman el presupuesto material del ejercicio de todos los demás derechos. En otras palabras, porque su satisfacción se basa en la ‘dignidad’ de la persona y porque, en fin, los niveles mínimos de subsistencia que garantizan constituyen, justamente, la principal condición de ese sentido de pertenencia y solidaridad social en el que se basan la cohesión y los vínculos pre-políticos invocados como esenciales por las teorías comunitarias.” 

Finalmente, el propio sistema democrático supone el acceso igualitario de todas las personas a los recursos mínimos indispensables para ejercer los derechos políticos. Fraser afirma que para una verdadera paridad de participación, se deben satisfacer dos condiciones: la distribución de recursos materiales debe ser tal que asegure la independencia y la voz de los participantes (se excluyen, por consiguiente, aquellos arreglos sociales que institucionalizan la pobreza, la explotación y las enormes disparidades en riqueza, ingreso y tiempo libre, negando así a algunas personas los medios y oportunidades para interactuar con otros); y los patrones culturales institucionalizados de interpretación y valoración expresen igual respeto por todos los participantes y aseguren igualdad de oportunidades para obtener estima social (se excluye aquellos patrones culturales que menosprecian sistemáticamente algunas categorías de personas y cualidades asociadas con ellas).

3.3. ¿Libre formación de la voluntad? 

Aún cuando se sostenga que los derechos económicos y sociales son prerrequisitos para la autonomía individual, es importante tener en cuenta que se trata de requisitos necesarios, pero no suficientes. 

Para analizar este punto, tomaré la conceptualización de la autonomía efectuada por Santoro.
 Este autor se ocupa de la autónoma formación de los fines individuales, advirtiendo el problema de la manipulación. Sostiene que, paradójicamente, la doctrina liberal no dispone de instrumento alguno que permita analizar la autónoma formación de la voluntad.

Según Santoro, los factores relevantes para proyectar las acciones, sobre las que se puede intervenir para influenciarla, se pueden esquematizar en cuatro categorías: los recursos a disposición del sujeto, los costos de la elección, los fines ordenados en un sistema de preferencias (el sistema de los valores) y la creencia sobre cómo recursos, medios y fines están relacionados. La interferencia en la capacidad de actuar puede derivarse de la intervención, o no intervención, sobre cualquiera de estas condiciones.

Aclara que adoptando la noción de libertad como no impedimento para hacer lo que se decide, la tradición liberal clásica está preocupada por las interferencias sólo sobre las dos primeras cuestiones, que considera condiciones objetivas de la libertad. Sin embargo, estas teorías liberales no parecen advertir la relevancia para la teoría político social y para la evaluación de los vínculos relacionados con la libertad particular que tiene el sistema de creencias que permite identificar recursos con medios y relacionarlos con los fines.

Señala que esto es especialmete problemático cuando se discute la libertad económica. Advierte que la tradición marxista ha llamado la atención sobre el hecho de que las condiciones sociales de un individuo consituyen efectos limitadores para la posibilidad de elegir, y que se establecen y consolidan como efectos de la actividad de los otros individuos o clases de individuos. De esta premisa se deriva que se puede considerar no libre a los sujetos respecto de los cuales la posibilidad de elegir viene limitada por las condiciones económicas.

Afirma que las teorías causales o descriptivas relativas a los eventos sociales o económicos son un factor fundamental para la concreción de la libertad. Sostiene que la posibilidad de tomar determinada serie de acciones depende tanto del hecho de que quien tenga el poder de persuadirme de manera oculta me convenza de abandonar un fin que me había propuesto o perseguir un fin en el que él está interesado, como del hecho de que tenga a disposición una teoría que conecte determinadas condiciones y determinados medios a ciertos fines. En ausencia de tal teoría no puedo ni siquiera imaginar muchas acciones que en realidad podría realizar, sin por esto sentirme privado de la libertad, como no me siento privado de la libertad por no poder viajar de una galaxia a otra como Superman.
 

El problema de la ausencia de recursos cognoscitivos necesarios es relevante para la autonomía. Según Santoro, sostenedores de una teoría neo-milliana asumen la violación de la autonomía cuando los sujetos no actúan según determinadas modalidades porque no se encuentran en grado de servirse de los instrumentos cognoscitivos socialmente disponibles. Se afirma que en estos individuos, la posibilidad de actuar es percibida como limitada. Si a través de la disposición de estos recursos los sujetos pudieran modificar sus propias decisiones, se podría percibir su voluntad como condicionada por la situación creada por otros miembros del grupo social. Esto produce una violación a la autonomía individual, de modo activo, en tanto se impide a los sujetos desarrollar la capacidad crítica y volverse contra determinadas conexiones fácticas, o, de modo pasivo, no corrigiendo las distorsiones de la capacidad crítica y de las creencias. Agrega que para esta noción es fundamental que las condiciones sociales limitantes sean irracionales y causadas por la actividad de los otros individuos.

Es por estas razones que Santoro entiende que lo importante respecto de la autonomía es el proceso de la formación de las decisiones. El cambio radical del paradigma epistemológico consiste en pasar de entender como presupuesto a los individuos capaces de determinar autónomamente sus propias elecciones, a tomar la problemática de la potencialidad de las voluntades libres. 

Santoro sostiene que, según la perspectiva delineada por el paradigma Kirpke/Wittgenstein, el comportamiento de un individuo puede corresponder a las expectativas de una sociedad cuando el individuo considera seguir las mismas reglas que son consideradas en esa sociedad. Cuando tiene divergencia respecto de estas reglas, puede corregir su conducta o rechazar la corrección. En este último caso, el individuo es autónomo.
 Pero esta visión de la autonomía es reducida. 

Según este paradigma, el acuerdo o desacuerdo es, en última instancia, una concordancia o discordancia del lenguaje, quien entra en conflicto con la comunidad usa un lenguaje diferente al corriente. Sostiene que en las sociedades contemporáneas, donde existe politeísmo de valores y caracterizadas por una pluralidad de juegos lingüísticos, un individuo se configura como no autónomo en general sino respecto de un juego lingüístico determinado.
 

Propone Santoro, en conclusión, que un individuo debería ser considerado autónomo (o no autónomo) en base a la posición en que se coloca respecto a los juegos lingüísticos en los cuales en un determinado momento participa. Los individuos se comportan normalmente de modo no autónomo.
 

Esta noción se condice con la idea Foucault de hacer visible el fenómeno de poder que se ejerce con el consenso, o a espaldas, de los sujetos pasivos. Esto es, analizar el poder no desde su justificación sino desde la resistencia.


Como se ve con claridad, esta noción de autonomía hace principal hincapié en la formación autónoma de la voluntad, advirtiendo que normalmente los individuos no actúan autónomamente. Ahora bien, esta definición de la autonomía no permite distinguir entre los distintos grados posibles de violación a este principio. 



Sin perjuicio de considerar que es cierto que es difícil sostener la existencia de un proceso de libre formación de la voluntad, creo que hay otras violaciones a la autonomía que deben ser consideradas especialmente, quizás con más énfasis dado que son vulneraciones que afectan de manera desigual a los grupos más desaventajados.

La consideración especial responde a que el condicionamiento social, en este caso, perjudica sólo a un grupo determinado de personas. Nino sostiene una posición similar respecto del debate entre el principio de dignidad de la persona y el determinismo, en relación con la posibilidad de responsabilizar penalmente a quien cometió un delito. En este sentido, afirma que “las excusas o vicios de la voluntad no suponen meramente que la voluntad de un individuo esté determinada por algún factor causal (ya que siempre lo está) sino por algún factor causal que afecte desigualmente a ciertos individuos y no a otros. Creo, por lo tanto, que si la decisión de un individuo de cometer un delito está determinada por graves apremios que no sufren otros individuos de la sociedad, no es posible acudir a su consentimiento para justificar la imposición de una pena, aunque ésta sea socialmente útil.”

Tal como sostiene el determinismo, muchos factores pueden condicionar nuestras decisiones. Sin embargo, no por ello éstas pueden ser invalidadas sin más. Una posición de esta índole produciría no sólo la ausencia de responsabilidad penal por los delitos cometidos, sino también la anulación de nuestro consentimiento para actos tales como contratos, matrimonio, etc.

Al respecto, Nino considera la importancia del principio de la dignidad de las personas, que prescribe que los hombres deben ser tratados según sus decisiones, intenciones o manifestaciones de consentimiento. Como ya se ha mencionado, este principio, junto con el de autonomía e inviolabilidad, constituye la base de una concepción liberal de la sociedad.

Sin desconocer la importancia de los factores condicionantes, Nino remarca que a la hora de evaluar el consentimiento de las personas para llevar adelante sus acciones es importante tener en cuenta si estos factores afectan especialmente a un grupo determinado. Es decir, el principio de igualdad es sumamente relevante en esta materia. 

Entiende Nino que la posición del liberalismo igualitario refuerza el principio de dignidad de la persona, porque la atribución de igual valor al consentimiento de todo individuo presupone una equiparación entre las posibilidades de elección. Una sociedad progresista debe, entonces, expandir en forma igualitaria estas posibilidades de elección.
 Afirma Nino que “Aún cuando el grado de libertad de que dispone cada uno sea relativamente bajo, su distribución igualitaria contribuye al reconocimiento de la dignidad de cada individuo, pues esa equiparación hace que nadie pueda pretender que él mismo u otro está incapacitado para tomar una decisión (no obstante ser maduro y normal) cuando no hay ningún otro que esté en mejores condiciones para hacerlo y alguien tiene que tomar la decisión”.



En consecuencia, la violación a la autonomía que se lleva adelante cuando el Estado genera –o no hace nada para revertir- la situación en la que ciertas personas tienen sus necesidades básicas insatisfechas, es una vulneración particularmente desigual que la consagración e implementación de los derechos económicos y sociales pueden contribuir a revertir. 

4. CONCLUSIONES.



La ética del cuidado puede ser leída como una teoría moral que establece principios respecto de las personas, incluso en los conflictos impersonales. Pautas que implican exigencias morales y otorgan derechos a las personas respecto de las cuales se generan las obligaciones.



Estos principios atienden especialmente el contexto en el que se aplican, dando relevancia a las causas y las consecuencias de las decisiones que se toman. Además de ello, se basan en el cuidado, la responsabilidad, y la atención y respuesta activa al otro. En este sentido, las personas son entendidas como sujetos interdependientes, encarnados y situados. 



Los principios de la ética del cuidado pueden ser compatibles con la noción de derechos. Para ello, es necesario pensar un derecho más complejo, que tenga en cuenta el contexto en el que se aplica y la interrelación entre los individuos cuyos conflictos se pretendan resolver.



La idea de compatibilizar los principios de la ética del cuidado y los derechos, en particular, los económicos y sociales, implica que la respuesta a la demanda por una vivienda digna y una adecuada alimentación, por ejemplo, no es una cuestión que dependa de la caridad de los gobiernos sino que se trata de bienes que el Estado se encuentra obligado a garantizar. En este sentido, el lenguaje de los derechos sirve como protección de los grupos más débiles de la sociedad. 

La ética del cuidado, entonces, puede ser entendida como una teoría ética que propone principios morales de aplicación a todas las relaciones –tanto personales como impersonales- y que genera derechos de solidaridad, atención y ayuda a los otros.

Los derechos económicos y sociales, concebidos como la garantía del acceso a un mínimo indispensable para la subsistencia, pueden ser considerados como una consagración de estos principios morales. Ello, porque es posible encontrar una similitud entre los valores que subyacen la ética del cuidado y los valores protegidos por estos derechos, toda vez que están sustentado más bien en la noción de responsabilidad por los otros e interdependencia de los individuos. 

Estos derechos tienen presente la función del cuidado y el reconocimiento de las diferencias de necesidad, y como consecuencia de ello, la visión de la interdependencia supone que todos tenemos responsabilidades, hasta cierto grado, de cuidar a los otros. 



En este sentido, el Estado debe diseñar e implementar políticas públicas para garantizar los derechos en cuestión e impulsar herramientas para el reclamo –incluso la Justicia- cuando se encuentran violados.
De ninguna manera se pretende sostener que la incorporación de principios de la ética del cuidado implica desplazar los de la ética de la justicia. Por el contrario, se parte de la base de que estos principios son compatibles y, además, podrían ser tomados como complementarios.

Los derechos económicos y sociales, basados en la ética del cuidado, no suponen necesariamente tomar a los individuos como incapaces para tomar decisiones de manera autónoma sino más bien se ocupan de que la ausencia de recursos materiales no implique un obstáculo en el proceso de desarrollo de la voluntad. En este sentido, no se viola la autonomía mientras no se impongan planes de vida a las personas, sino que se garantice un menú de opciones y posibilidades reales de satisfacción de estos planes o preferencias.

Por el contrario, negar los derechos económicos y sociales más básicos implica vulnerar la autonomía de las personas, toda vez que ambos tipos de derechos están interrelacionados. No es posible ejercer la autonomía si no contamos con nuestras necesidades básicas satisfechas. 

Es por ello que la autonomía se encuentra robustecida con la consagración de los derechos económicos y sociales, aún cuando consideremos como parte de sus fundamentos a los principios de la ética del cuidado. En este sentido, sostiene Kohen que “Al enfocar la mirada sobre las necesidades humanas, la ética del cuidado contribuye a la percepción de que satisfacción es un elemento crucial para la ampliación de derechos, ya que sólo individuos con sus necesidades básicas satisfechas están en condiciones de asumir las responsabilidades democráticas, evaluar críticamente las diferentes opciones que se les presentan y tomar decisiones informadas de manera autónoma.”

Sin embargo, la garantía de los derechos económicos y sociales no es una condición suficiente para el respeto a la autonomía personal. Sin perjuicio de ello, es un requisito necesario para su ejercicio.

Si asumimos que los obstáculos económicos vulneran la libertad elección, tenemos más razones para justificar los derechos económicos y sociales que para critícalos. Si las circunstancias sociales y económicas son condicionantes de las decisiones personales, entonces el Estado debería revertir estas situaciones para fomentar la autonomía.

Claro que, siguiendo la noción de autonomía de Santoro, no bastaría con revertir desigualdades sociales, o mejor dicho, satisfacer necesidades básicas para que los individuos sean considerados autónomos.

Pueden advertirse muchos otros factores que condicionan las decisiones de las personas, por ejemplo, las desigualdades sociales basadas en cuestiones de género.

Como ya se mencionó respecto del debate sobre el aborto, MacKinnon afirma que las mujeres pueden no ser libres a la hora de decidir mantener relaciones sexuales, elegir los métodos de prevención de embarazos no deseados, decidir interrumpir los embarazos y llevar adelante esta decisión contando con los fondos suficientes para realizar la práctica. En todos estos casos, las desigualdades sociales son condicionantes respecto de las decisiones de las mujeres. 

Por ello, tanto factores económicos como sociales pueden ser considerados como relevantes a la hora de evaluar la conformación de la voluntad de las personas. Sin embargo, estos factores no afectan a toda la sociedad sino que lo hacen de manera desigual respecto de ciertos grupos vulnerables como las personas de escasos recursos, en este caso. 

Esta última es una razón suficiente para fomentar medidas, como los derechos económicos y sociales, tendientes a revertir la situación de desigualdad en la que se encuentran estos grupos desaventajados.

El proceso de formación de la voluntad se ve vulnerado por el hecho de contar con menos opciones que las disponibles por parte de otras personas que no se encuentran en ciertas condiciones de vulnerabilidad. 

Medidas como los derechos económicos y sociales, entendidos como el acceso de las personas a ciertos bienes básicos para la subsistencia, contribuyen –aunque por sí solas no garantizan- a la formación autónoma de la voluntad.


Dentro de esta visión más robusta de la autonomía, los derechos económicos y sociales adquieren un papel sumamente relevante. Estos derechos, y su identificación con los principios de la ética del cuidado, amplían el menú de opciones para elegir los planes de vida y permiten que ciertos planes de vida puedan ser materializados. 
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